
4-8-2025 

 

B.O.E. 4-11-2025 

 

Registro de Puerto de la Cruz.  

 

HERENCIA: DERECHO INGLÉS.  

Se admite la existencia de una professio iruis tácita anterior al Reglamento de 

650/2012, lo que implica la aplicación del derecho inglés sin necesidad de 

probate. 

 

 Las diferencias entre ambos sistemas no obstan para que, con motivo de 

los numerosos ciudadanos británicos que han trasladado su domicilio a territorio 

español, y en pro de un principio de eficiencia y amparo, a la luz de la realidad 

social, demográfica y económica, deba llevarse a cabo una interpretación 

teleológica e integradora de las normas (artículo 3 del Código Civil); buscando 

soluciones de compromiso entre ambos sistemas en aras de la protección de los 

ciudadanos. Y en lo que ataña al supuesto que motiva este recurso, nos hallamos 

–afirma el notario recurrente– no tanto ante un testamento «simpliciter», sino 

ante un testamento abierto notarial español en el que se hace una «professio 

iuris» tácita a favor de la Ley británica. En conclusión, pues, en este supuesto 

estamos sin duda ante una «professio iuris» tácita realizada antes de la entrada 

en vigor del Reglamento (UE) n.º 650/2012, en los términos que resultan del 

testamento, y con perfecto encaje en el apartado 4 del artículo 83 del citado 

Reglamento n.º 650/2012, lo que necesariamente conduce a la no aplicación de la 

Ley española. Aplicación de la Ley británica (inglesa para ser más precisos como 

resulta del tenor de la escritura calificada); algo en lo que, por lo demás, 

coinciden notario y registrador. 

 

 La existencia de «grant of probate» o las «letters of administration» 

acreditarían la existencia, o no, de un testamento en Reino Unido; sin embargo, 

la dificultad práctica que ello entraña es cuestión ya abordada por este Centro 

Directivo. No hay necesidad de «probate»; así como que la sucesión se rige por 

la legislación británica, habiéndose aplicado correctamente, aunque sea con base 

a normativa transitoria, el Reglamento (UE) n.º 650/2012, pues se está –en 

efecto– ante una «professio iuris» tácita a la ley nacional del testador. 

 

 

5-8-2025 

 

B.O.E. 5-11-2025 

 

Registro de Manilva.  

 

DONACIÓN MORTIS CAUSA: DERECHO BELGA.  

Analizados los pactos del negocio calificado se deduce que es una donación mortis 

causa porque es revocable ad nutum por el donante, siendo aplicable el derecho 

belga. 

 

 En caso de calificarse el negocio titulado de donación entre vivos y, por 

tanto, como un contrato (además de ser un modo de adquirir), será aplicable el 

Reglamento 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de junio de 2008 

sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales Roma I, con sus 

correspondientes normas de conexión; si por el contrario se califica de pacto 

sucesorio o donación mortis causa no se aplicará este Reglamento de Roma I, sino 

el Reglamento Sucesorio Europeo 650 de 2012, cuyas reglas de conexión son otras. 

Para que haya donación mortis causa es imprescindible, según reiterada 

jurisprudencia (Sentencia 19 de junio y 29 de octubre de 1956, 27 de marzo de 

1957, 7 de enero de 1975 y otras), que se haga la donación sin intención de 



perder el donante la libre disposición de la cosa o derecho que se dona. En 

relación con el poder de disposición este tipo de donación no produciría efectos 

en vida del donante, la muerte de éste tendría, para tal negocio dispositivo, 

el valor de presupuesto de eficacia o de conditio iuris de significación igual 

a la que la muerte del testador tiene para el testamento (engendra en beneficio 

del favorecido una simple esperanza y propiamente el objeto donado no quedaría 

vinculado). En cambio, hay verdadera y propia donación entre vivos y se produce, 

en beneficio del favorecido, una situación de pendencia o una situación 

temporalmente limitada, si la muerte, en la intención del donante, solo significa 

condicionamiento del derecho transmitido, o dilación o término del pago. Esta 

doctrina sirve para delimitar el marco de este recurso y para precisar 

conceptualmente (y decidir si es o no posible su acceso al Registro) lo que 

técnicamente sería una donación mortis causa; algo que se podría resumir 

afirmando que en la donación ‘mortis causa’ el donante no pierde su poder de 

disposición sobre el bien donado y la puede revocar, mientras que en la donación 

inter vivos con eficacia post mortem sí que lo pierde, pues hay transmisión de 

un derecho de presente aunque esté condicionada suspensivamente a la muerte del 

donante y puede acceder al Registro, con esa situación de pendencia, en beneficio 

del favorecido. 

 

 En esta línea, doctrinalmente se ha puesto de relieve la dificultad que 

puede plantear deslindar la facultad o pacto reversional de la condición o del 

término resolutorio. Los pactos de los artículos 639 y 641 son de interpretación 

estricta porque ha de presumirse que la voluntad de las partes es el 

enriquecimiento del donatario, la conclusión ha de ser que no se ha pactado 

expresamente la recuperación del dominio por los donantes y que no es posible 

interpretar que, pactada la reserva de la facultad de disponer “ex” artículo 

639, se haya pactado implícitamente la reversión al donador “ex” artículo 641. 

No debe olvidarse tampoco que la reversión en favor del donador del artículo 641 

exige que se haya previsto una condición o un plazo. A la vista del alcance de 

la reversión configurada en la escritura calificada, que viene a suponer la 

reserva de la facultad de revocación ad nutum por parte de donante, debe 

concluirse que se trata de una donación mortis causa cuando se haya pactado –o 

resulte así de una racional interpretación– su revocabilidad ad nutum a favor 

del donante y no a favor de terceros; siendo un dato que puede llevar a esta 

conclusión el pacto (añadido en este caso) en cuya virtud se haya prohibido al 

donatario disponer en vida del donante de la finca donada. En suma, existe una 

verdadera donación mortis causa cuando el donante siga teniéndose por propietario 

de lo donado “mientras viva”. 

 

 Confirmada la naturaleza de la donación debe manifestarse este Centro 

Directivo respecto de la exigencia de la acreditación del contenido de la Ley 

belga que permita este tipo de pactos en la misma. Dicho defecto debe ser 

confirmado. Por otro lado, al igual que en sede judicial se mantiene la exigencia 

contenida en el artículo 281.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, según la cual 

no sólo es necesario acreditar el contenido del derecho extranjero sino también 

su vigencia.   

 

 

5-8-2025 

 

B.O.E. 5-11-2025 

 

Registro de Enguera.  

 

CONCURSO DE ACREEDORES: REPARCELACIÓN.  

Es necesaria la autorización del juez concursal en una reparcelación que va más 

allá de una simple subrogación real de fincas de resultado por las de origen, 

siendo esta cuestión calificable por el registrador. 

 

 Las cuestiones a resolver en este expediente son las siguientes: a) si 

para inscribir una reparcelación en la que participa con aportación de fincas 

una sociedad en concurso en fase de liquidación se precisa autorización del juez 

del concurso cuando a la concursada no se le adjudica ninguna finca, sino una 



compensación en metálico. En el plan de liquidación de la concursada, anterior 

a la reparcelación, solo se contemplan como modos de realización de los bienes 

la venta directa durante un período de tiempo a contar desde la aprobación del 

plan de liquidación, en su defecto subasta y, en algunos supuestos dación en 

pago «de bienes» con privilegio especial a favor de los acreedores; b) si la 

registradora puede calificar o no el fondo de una reparcelación o debe limitarse 

a los aspectos formales de la misma, y c) si en el informe del registrador se 

puede matizar la calificación cuando se ha presentado entre la nota de 

calificación y la interposición del recurso un documento subsanatorio. 

 

 Es necesaria la autorización judicial porque en este supuesto no se opera 

una subrogación de unas fincas por otras, sino que se compensa un exceso de 

adjudicación de metros de techo en favor de la que al no poder materializar se 

satisfarían mediante compensación económica, cuyo valor se fijó en el proyecto 

de reparcelación, ascendería 169.224,39 euros. El defecto de la adjudicación al 

Ayuntamiento proviene no de la reparcelación que se pretende inscribir (…), sino 

de otra reparcelación en la que también participó la concursada. El juez del 

concurso no aprueba ni valida la reparcelación, sino que supervisa y aprueba los 

actos derivados de la liquidación protegiendo los intereses de acreedores y 

concursado. 

 

 En cuanto a si la registradora puede calificar o no el fondo de una 

reparcelación o debe limitarse a los aspectos formales de la misma es doctrina 

muy reiterada por este centro directivo y el artículo 99 del Reglamento 

Hipotecario impone la obligación y facultad del registrador de calificar «los 

trámites e incidencias esenciales del procedimiento, a la relación de éste con 

el titular registral».  

 

 Sobre el documento presentado, señala la registradora en su informe que 

«con fecha nueve de mayo de dos mil veinticinco, con el número 1555/2025, ha 

tenido entrada en este registro auto dictado por el Juzgado de lo Mercantil 1 

de Valencia, en el que se aprueba la compensación de excesos y defectos de 

aprovechamientos realizados en el proyecto de reparcelación, en los términos que 

se solicitaba en la calificación recurrida. Si bien dicho documento judicial no 

es firme, se ha solicitado por parte del Ayuntamiento la firmeza del mismo para 

poder proceder a la inscripción». Esa presentación «extemporánea» que señala en 

su informe la registradora ha obligado a este Centro Directivo a continuar el 

expediente y dictar Resolución (cfr. Resoluciones de la Dirección General de los 

Registros y del Notariado de 19 de abril de 2006 y 23 de febrero de 2017) al 

haberse efectuado la aportación del documento que exigía la registradora en su 

calificación como se señala en el párrafo anterior. Esa es la interpretación que 

sostiene este Centro Directivo en las Resoluciones indicadas del párrafo sexto 

del artículo 327 de la Ley Hipotecaria. 

 

 

 


